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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]PROPONENTE PLURAL ‒ Consorcio ‒ Unión temporal ‒ Concepto – Diferencias 

Como se observa, el artículo citado señala que el consorcio o la unión temporal se da “Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato […]”. Desde esta perspectiva, su capacidad para participar en la adjudicación, celebración y ejecución de los contratos estatales depende de que los integrantes de la estructura plural adopten la decisión conjunta de presentar una misma propuesta al proceso de selección. Como existe una relación de medio – fin, sin la entrega de la oferta no surge la habilitación legal para todo lo demás.  

De esta manera, los consorcios o uniones temporales son convenios de asociación provenientes de la colaboración empresarial, mediante los cuales sus integrantes se unen y se organizan mancomunadamente para lograr con mayor eficacia un fin común de contenido patrimonial y lucrativo, como lo es la obtención del derecho a ser adjudicatarios de un contrato estatal, compartiendo recursos, de toda índole, para su ejecución, así como las utilidades y los riesgos. La diferencia radica en la responsabilidad frente a las eventuales sanciones por el incumplimiento de las obligaciones, toda vez que tratándose de una unión temporal, estas se individualizan según la participación de sus miembros, mientras que en el consorcio los miembros responden solidariamente, con independencia de este aspecto. 

 CONSORCIOS Y UNIONES TEMPORALES – Ausencia de personería jurídica 

La capacidad jurídica de los proponentes plurales —consorcios y uniones temporales— se encuentra limitada al ámbito de la contratación estatal regulada por la Ley 80 de 1993 y las normas complementarias. En efecto, el artículo 7 de dicha ley reconoce a estas instituciones la posibilidad de presentar propuestas y celebrar contratos con las entidades estatales, pero no les otorga personalidad jurídica independiente ni capacidad para actuar en relaciones entre particulares. Así lo han reiterado conceptos como el C‑100 del 12 de junio de 2024 y el C‑1206 del 10 de septiembre de 2026, en los que se precisa que la cesión de contratos estatales exige que el cesionario sea un tercero con personalidad jurídica propia, condición que no cumplen los consorcios ni las uniones temporales.

CONSORCIOS Y UNIONES TEMPORALES – Obligaciones independientes – Miembro del Consorcio – No extensible al Consorcio

En este marco, resulta fundamental diferenciar las obligaciones derivadas del contrato estatal de aquellas que corresponden de manera individual a los miembros del consorcio por obligaciones que no nacen del proceso de contratación. Cuando se ordena un embargo contra uno de sus integrantes, la medida cautelar no puede recaer sobre el consorcio en su conjunto ni sobre los recursos destinados a la ejecución del contrato, pues estos tienen una destinación específica y están vinculados directamente al cumplimiento del objeto contractual. El consorcio no puede considerarse sujeto pasivo de la medida. Lo embargable es únicamente la participación económica del miembro deudor, conforme lo disponga el juez competente, y no sobre los recursos que se giran al consorcio para el cumplimiento del contrato. En virtud de la prenda general de los acreedores (artículo 2488 del Código Civil), lo embargable se contrae a esa participación, y el embargo del crédito se perfecciona con la notificación a la entidad estatal —deudora del pago— para que retenga y consigne a órdenes del juzgado la suma correspondiente al deudor (artículo 593 del Código General del Proceso).

Los recursos destinados a la ejecución del contrato solo están protegidos frente al embargo en los casos que la ley establece. En los contratos de obra pública, las sumas anticipadas al contratista son inembargables mientras no concluya la construcción, salvo por obligaciones a favor de los trabajadores de la obra por salarios, prestaciones e indemnizaciones, según el artículo 594, numeral 5, del Código General del Proceso. Por fuera de esa hipótesis, las sumas que integran el precio son crédito del contratista y su embargabilidad se rige por las reglas generales, con el límite de la participación del miembro deudor. La forma en que se estructuró el contrato —por ejemplo, la discriminación entre Administración, Imprevistos y Utilidad (AIU) en los contratos de obra— es un elemento relevante para identificar, bajo la orden judicial, la suma efectivamente atribuible al deudor, sin que ello autorice a declarar inembargables, por vía de analogía tributaria, los costos directos del contrato.

Este criterio responde a la necesidad de preservar el equilibrio económico del contrato y la continuidad en la prestación del servicio público. En todo caso, corresponde al juez competente, como autoridad que ordena la medida cautelar, revisar y precisar el alcance del embargo. Ante cualquier ambigüedad, vaguedad o aplicación indebida, resulta recomendable que el representante legal del consorcio acuda al juez para solicitar la aclaración respectiva, con el fin de garantizar que la medida no afecte los recursos destinados a la operación contractual. De esta manera, se asegura la protección de los derechos de los consorciados no deudores y la correcta ejecución del contrato estatal, en armonía con los principios de buena fe y seguridad jurídica.










Bogotá D.C., 25 de septiembre de 2026	
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Estimado Señor Suárez:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 18 de agosto de 2026, en la cual manifiesta: 

1. ¿Cuál es el límite legal de una orden de embargo emitida contra un miembro de un consorcio en el marco de la contratación pública? ¿Debe recaer exclusivamente sobre las utilidades netas o saldos líquidos a favor del deudor, o puede afectar los recursos brutos y operativos de las facturas que el consorcio radica ante la entidad estatal contratante? 
2. ¿Incurre en una irregularidad jurídica una Gobernación (u otra entidad territorial) al retener el porcentaje operativo de constitución (3%) sobre el valor bruto de una factura, sabiendo que dichos recursos están destinados a cubrir los costos y gastos indispensables para la ejecución del objeto contractual del Estado? 
3. ¿La figura jurídica del Consorcio (Art. 7 de la Ley 80 de 1993) faculta a las entidades contratantes para fraccionar de manera anticipada el flujo de caja operativo de una factura para cumplir órdenes de cobro coactivo de carácter personal de uno de sus miembros, afectando con ello los recursos brutos destinados a los proveedores y la operación común del proyecto? 
4. ¿Cuáles son los mecanismos idóneos con los que cuenta el Representante Legal de un Consorcio para oponerse y exigir la limitación de la medida cautelar, con el fin de proteger los recursos inembargables destinados a la operación del contrato y salvaguardar los derechos del otro consorciado que no es deudor de la administración? (énfasis dentro del texto). 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, se resolverán los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Sobre qué bienes o derechos puede recaer la medida de embargo ordenada contra uno de los miembros de un consorcio o unión temporal, y puede extenderse al consorcio como tal o a la cuota de los demás integrantes?; ii) ¿Los recursos que la entidad estatal reconoce al proponente plural para la ejecución del contrato —en especial los anticipos en los contratos de obra pública— pueden ser embargados por obligaciones personales de uno de sus miembros?;iii) ¿Está facultada la entidad estatal contratante para retener o fraccionar de manera anticipada los recursos derivados de la facturación del proponente plural con el fin de atender órdenes de cobro de carácter personal de uno de sus miembros?; y iv)¿Con qué mecanismos cuentan el representante legal del proponente plural y el consorciado no deudor para oponerse a la medida cautelar o solicitar su limitación, a fin de proteger los recursos inembargables y los derechos del miembro que no es deudor?

II. Respuesta:

	En relación con los problemas jurídicos de su consulta, se expresa que los consorcios o uniones temporales son convenios de asociación provenientes de la colaboración empresarial, mediante los cuales sus integrantes se unen y se organizan mancomunadamente para lograr con mayor eficacia un fin común de contenido patrimonial y lucrativo, como lo es la obtención del derecho a ser adjudicatarios de un contrato estatal, compartiendo recursos, de toda índole, para su ejecución, así como las utilidades y los riesgos. Al carecer de personería jurídica, la estructura plural no tiene patrimonio propio, de modo que los derechos económicos derivados del contrato pertenecen a sus integrantes en proporción a su participación. Ahora bien, la capacidad jurídica de los proponentes plurales —consorcios y uniones temporales— se encuentra limitada al ámbito de la contratación estatal regulada por la Ley 80 de 1993 y las normas complementarias. 
i. En este marco, resulta indispensable diferenciar las obligaciones derivadas del contrato estatal de aquellas que corresponden de manera individual a los miembros del consorcio por obligaciones que no nacen del proceso de contratación. Cuando se ordena un embargo contra uno de sus integrantes, la medida cautelar no puede recaer sobre el consorcio en su conjunto ni sobre los recursos destinados a la ejecución del contrato, pues estos tienen una destinación específica y están vinculados directamente al cumplimiento del objeto contractual. El consorcio no puede considerarse sujeto pasivo de la medida. Lo embargable es únicamente la participación económica del miembro deudor, conforme lo disponga el juez competente, y no sobre los recursos que se giran al consorcio para el cumplimiento del contrato. En virtud de la prenda general de los acreedores (artículo 2488 del Código Civil), el embargo de ese derecho de crédito se perfecciona con la notificación a la entidad estatal —deudora del pago— para que retenga y ponga a disposición del despacho judicial la suma que corresponda al miembro deudor (artículo 593 del Código General del Proceso).
ii. Los recursos destinados a la ejecución del contrato solo gozan de protección frente al embargo en los casos que la ley señala. Tratándose de contratos de obra pública, las sumas que se hayan anticipado o deban anticiparse al contratista son inembargables mientras no concluya la construcción, salvo cuando se trate de obligaciones a favor de los trabajadores de la obra por salarios, prestaciones e indemnizaciones (artículo 594, numeral 5, del Código General del Proceso). Fuera de esa hipótesis, las sumas que integran el precio constituyen crédito del contratista y su embargabilidad se rige por las reglas generales, con el límite de la participación del miembro deudor. Para establecer la suma sobre la cual recae la medida resulta relevante la forma en que se estructuró el contrato —por ejemplo, la discriminación entre Administración, Imprevistos y Utilidad (AIU) en los contratos de obra—, análisis que corresponde efectuar bajo la orden del juez que decreta el embargo. 
iii. La entidad estatal contratante no está facultada para retener, fraccionar ni afectar por su propia iniciativa los recursos del proponente plural con el fin de satisfacer obligaciones personales de uno de sus miembros. Solo puede hacerlo en cumplimiento de una orden judicial o, cuando sea ella misma la acreedora, del respectivo mandamiento de cobro coactivo, y siempre dentro de los límites de la participación del deudor y de las reglas de inembargabilidad. Una retención unilateral, o que exceda esos límites, carece de fundamento, compromete el equilibrio económico del contrato y los derechos de los consorciados no deudores, y puede derivar en responsabilidad de la propia entidad.
iv. El representante legal del proponente plural y el consorciado que no es deudor cuentan, entre otros, con los siguientes mecanismos: (i) interponer los recursos que procedan contra el auto que decreta la medida, (ii) solicitar al juez su reducción o levantamiento cuando recaiga sobre bienes o derechos inembargables o sobre la cuota de quien no es deudor, y (iii) poner de presente a la entidad —que, notificada, debe informarlo al despacho— que el crédito corresponde a una estructura plural y que solo una cuota parte pertenece al miembro deudor. El consorciado no deudor puede, además, intervenir en el proceso en defensa de sus derechos. La precisión del alcance de la medida corresponde, en todo caso, al juez que la ordena.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Por tanto, corresponde a cada entidad definir autónomamente la forma de adelantar su gestión contractual, en el marco de sus competencias y responsabilidades legales. En este sentido, no es atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente validar, calificar o avalar las actuaciones contractuales particulares de las entidades, ni mucho menos de los demás participes del Sistema de Compras Públicas cuando gira en torno a situaciones relativas a embargos y pagos.



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. Si bien las personas pueden presentarse individualmente a los procesos de selección, también pueden hacerlo en forma plural a través de consorcios o uniones temporales. En efecto, de acuerdo con el Código Civil, la capacidad se refiere a la facultad que la ley le confiere a la persona para ejercer derechos y contraer obligaciones. Esta norma parte del supuesto de que todas las personas naturales mayores de edad son capaces, con excepción de aquellas que la ley expresamente excluye de esta presunción –artículos 1502, 1503 y 1504–, y de que la capacidad de las personas jurídicas se circunscribe a su objeto social –artículo 99 del Código de Comercio–. Al respecto, el artículo 6 de la Ley 80 de 1993 –modificado por el artículo 1 de la Ley 2160 de 2021– dispone que: “Pueden celebrar contratos con las entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También podrán celebrar contratos con las entidades estatales […] los consorcios y uniones temporales”.
La capacidad para contratar, e incluso la de realizar actos jurídicamente vinculantes como la presentación de una oferta en un procedimiento de selección de contratistas, se consideró por mucho tiempo uno de los atributos de la personalidad reservado, en tanto tal, a las personas jurídicas y naturales. No obstante, el progreso en las formas negociales y asociativas hizo necesario reconocer nuevas estructuras plurales y otorgarles ciertos atributos que tradicionalmente habían estado reservados a las personas jurídicas. Tal es precisamente el caso de la capacidad para contratar otorgada a los consorcios y uniones temporales. En este sentido, la Corte Constitucional ha sostenido:

“Respecto de la capacidad legal para contratar y la personalidad jurídica señala, que la Ley 80 de 1993 al crear las figuras de los consorcios y uniones temporales, y construirlas como sujetos de la contratación administrativa, reconoce una realidad del mundo negocial: la necesidad de los contratos de colaboración económica para la efectiva realización de proyectos de contratación pública, altamente especializados e intensivos en capital y, así mismo, indispensables para que el Estado Social de Derecho, cumpla los cometidos para los cuales fue instituido- Preámbulo, artículos 1 y 2 de la Carta Política.
[…]
En torno a la capacidad contractual de los consorcios y uniones temporales la jurisprudencia constitucional ha expresado que el Estatuto de contratación les reconoce este atributo sin exigirles como condición de su ejercicio la de ser personas morales. También ha dicho que el consorcio es un convenio de asociación, o mejor, un sistema de mediación que permite a sus miembros organizarse mancomunadamente para la celebración y ejecución de un contrato con el Estado, sin que por ello pierdan su individualidad jurídica, pero asumiendo un grado de responsabilidad solidaria en el cumplimiento de las obligaciones contractuales”[footnoteRef:1]. [1:  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-949 del 5 de septiembre de 2001. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  ] 


La Corte Constitucional destaca, de un lado, que las estructuras plurales son el reconocimiento de una realidad negocial en materia de contratación estatal, y del otro, que esta colaboración económica entre sujetos de derecho permite la materialización de los fines del estado, al facilitar la efectiva ejecución de los contratos. Adicionalmente, puntualiza que la capacidad contractual de los consorcios y uniones temporales se reconoce sin necesidad de exigirles como condición de su ejercicio que sean personas morales lo que, hasta cierto punto, podría considerarse una evolución en la teoría de la personalidad jurídica.
Debido a que los consorcios y las uniones temporales no son personas jurídicas, su creación depende de un acuerdo en el que concurre la voluntad de sus integrantes para regular su objeto, la participación de los miembros, las obligaciones frente al proyecto, su responsabilidad, la forma en que regirán sus relaciones internas y el relacionamiento con la entidad contratante, mediante la designación de un representante, de conformidad con el parágrafo 1 del artículo 7 de la Ley 80 de 1993. En lo pertinente, la norma precitada dispone que:

“Artículo 7º.- ENTIDADES A CONTRATAR. Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 2160 de 2021. Para los efectos de esta Ley se entiende por:
[…]
6. Consorcio: Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato. En consecuencia, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de la propuesta y del contrato, afectarán a todos los miembros que lo conforman.
7. Unión Temporal: Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, pero las sanciones por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato se impondrán de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de los miembros de la unión temporal. 
[…]
Parágrafo 1º.- Los proponentes indicarán si su participación es a título de consorcio o unión temporal y, en este último caso, señalarán los términos y extensión de la participación en la propuesta y en su ejecución, los cuales no podrán ser modificados sin el consentimiento previo de la entidad estatal contratante.
Los miembros del consorcio y de la unión temporal deberán designar la persona que, para todos los efectos, representará al consorcio o unión temporal y señalarán las reglas básicas que regulen las relaciones entre ellos y su responsabilidad.
[…]”.

	Como se observa, el artículo citado señala que el consorcio o la unión temporal se da “Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato […]”. Desde esta perspectiva, su capacidad para participar en la adjudicación, celebración y ejecución de los contratos estatales depende de que los integrantes de la estructura plural adopten la decisión conjunta de presentar una misma propuesta al proceso de selección. Como existe una relación de medio – fin, sin la entrega de la oferta no surge la habilitación legal para todo lo demás.  
	De esta manera, los consorcios o uniones temporales son convenios de asociación provenientes de la colaboración empresarial, mediante los cuales sus integrantes se unen y se organizan mancomunadamente para lograr con mayor eficacia un fin común de contenido patrimonial y lucrativo, como lo es la obtención del derecho a ser adjudicatarios de un contrato estatal, compartiendo recursos, de toda índole, para su ejecución, así como las utilidades y los riesgos. La diferencia radica en la responsabilidad frente a las eventuales sanciones por el incumplimiento de las obligaciones, toda vez que tratándose de una unión temporal, estas se individualizan según la participación de sus miembros, mientras que en el consorcio los miembros responden solidariamente, con independencia de este aspecto. 
	La capacidad jurídica de los proponentes plurales —consorcios y uniones temporales— se encuentra limitada al ámbito de la contratación estatal regulada por la Ley 80 de 1993 y las normas complementarias. En efecto, el artículo 7 de dicha ley reconoce a estas instituciones la posibilidad de presentar propuestas y celebrar contratos con las entidades estatales, pero no les otorga personalidad jurídica independiente ni capacidad para actuar en relaciones entre particulares. Así lo han reiterado conceptos como el C‑100 del 12 de junio de 2024 y el C‑1206 del 10 de septiembre de 2026, en los que se precisa que la cesión de contratos estatales exige que el cesionario sea un tercero con personalidad jurídica propia, condición que no cumplen los consorcios ni las uniones temporales.
En este marco, resulta fundamental diferenciar las obligaciones derivadas del contrato estatal de aquellas que corresponden de manera individual a los miembros del consorcio por obligaciones que no nacen del proceso de contratación. Cuando se ordena un embargo contra uno de sus integrantes, la medida cautelar no puede recaer sobre el consorcio en su conjunto ni sobre los recursos destinados a la ejecución del contrato, pues estos tienen una destinación específica y están vinculados directamente al cumplimiento del objeto contractual. El consorcio no puede considerarse sujeto pasivo de la medida. Lo embargable es únicamente la participación económica del miembro deudor, conforme lo disponga el juez competente, y no sobre los recursos que se giran al consorcio para el cumplimiento del contrato. En virtud de la prenda general de los acreedores (artículo 2488 del Código Civil), lo embargable se contrae a esa participación, y el embargo del crédito se perfecciona con la notificación a la entidad estatal —deudora del pago— para que retenga y consigne a órdenes del juzgado la suma correspondiente al deudor (artículo 593 del Código General del Proceso).
Los recursos destinados a la ejecución del contrato solo están protegidos frente al embargo en los casos que la ley establece. En los contratos de obra pública, las sumas anticipadas al contratista son inembargables mientras no concluya la construcción, salvo por obligaciones a favor de los trabajadores de la obra por salarios, prestaciones e indemnizaciones, según el artículo 594, numeral 5, del Código General del Proceso. Por fuera de esa hipótesis, las sumas que integran el precio son crédito del contratista y su embargabilidad se rige por las reglas generales, con el límite de la participación del miembro deudor. La forma en que se estructuró el contrato —por ejemplo, la discriminación entre Administración, Imprevistos y Utilidad (AIU) en los contratos de obra— es un elemento relevante para identificar, bajo la orden judicial, la suma efectivamente atribuible al deudor, sin que ello autorice a declarar inembargables, por vía de analogía tributaria, los costos directos del contrato.
Este criterio responde a la necesidad de preservar el equilibrio económico del contrato y la continuidad en la prestación del servicio público. En todo caso, corresponde al juez competente, como autoridad que ordena la medida cautelar, revisar y precisar el alcance del embargo. Ante cualquier ambigüedad, vaguedad o aplicación indebida, resulta recomendable que el representante legal del consorcio acuda al juez para solicitar la aclaración respectiva, con el fin de garantizar que la medida no afecte los recursos destinados a la operación contractual. De esta manera, se asegura la protección de los derechos de los consorciados no deudores y la correcta ejecución del contrato estatal, en armonía con los principios de buena fe y seguridad jurídica.
La entidad contratante no puede retener, fraccionar ni afectar por iniciativa propia los recursos del proponente plural para atender obligaciones personales de uno de sus miembros. Su actuación se limita a cumplir la orden judicial de embargo o, si es ella la acreedora, el respectivo mandamiento de cobro coactivo, sin exceder la participación del deudor ni las reglas de inembargabilidad. Una retención unilateral desprovista de título compromete el equilibrio económico del contrato, afecta a los consorciados no deudores y puede generar responsabilidad de la entidad.
En cuanto a los mecanismos de defensa, el representante legal del proponente plural y el consorciado no deudor pueden interponer los recursos que procedan contra el auto que decreta la medida, solicitar al juez su reducción o levantamiento cuando recaiga sobre derechos inembargables o sobre la cuota de quien no es deudor, e intervenir en el proceso en defensa de los derechos del miembro que no es deudor. La entidad estatal, al ser notificada del embargo del crédito, debe informar al despacho que este corresponde a una estructura plural y que solo una parte pertenece al miembro deudor, de modo que la retención se contraiga a esa cuota.

ii. Finalmente debe advertirse, que el análisis para resolver problemas específicos en torno a los consorcios o uniones temporales debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Por tanto, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículos 1 y 2.
· Ley 80 de 1993, artículos 6 y 7, modificados por la Ley 2160 de 2021 (artículos 1 y 3). 
· Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), artículos 593 y 594.
· Código Civil, artículos 1502, 1503, 1504 y 2488.
· Código del Comercio, artículo 99. 



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre los consorcios y las uniones temporales en los Conceptos 4201912000006909 del 28 de octubre de 2019, 4201913000007643 del 26 de diciembre de 2019, C-343 del 17 de junio de 2020, C-518 del 9 de septiembre de 2020, C-614 del 5 de octubre de 2022, C-882 del 21 de diciembre de 2022, C-172 del 6 de junio de 2023, C-032 del 16 de abril de 2024, C-050 del 18 de julio de 2024, C-100 del 12 de junio de 2024, C-727 del 28 de octubre de 2024, C-894 del 11 de diciembre de 2024, C-936 del 18 de diciembre de 2024, C-016 del 11 de febrero de 2025 y C-226 del 26 de marzo de 2025, C-934 del 21 de julio de 2026, C-995 del 14 de agosto de 2026, C-1206 del 10 de septiembre de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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Descripción generada automáticamente]

	Elaboró: 
	José Luis Sánchez Cardona
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó 
	Alejandro R. Sarmiento Cantillo
Gestor T1-15 de la Subdirección de Gestión Contractual 

	Aprobó: 
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE



 



Agencia Nacional de Contratación Pública                                              pág. 1              Colombia Compra Eficiente                                                            
Dirección: Carrera 7 # 26 – 20 - Bogotá, Colombia
Mesa de servicio: (+57) 601 7456788
Atención al ciudadano: (+57) 601 7956600                  Código: CCE-REC-FM-17 V: 03 Fecha: 21-10-2025
image2.emf

image3.png
Carolina Quintero Gacharna
Subdirectora de Gestién Contractual ANCP-CCE




image4.png
:EQi H iﬁF:
rd,

Agencia Nacional
de Contratacion Publica
Colombia Compra Eficiente





image5.png
S
e

o
&
X

%@V

NN
% ) |4

<
oI
@

NN
IN T4

<

S
®<§ %
ot
@17

&

2

AN\

NN
D
XV

[O0Y
<<\<>




